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Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, PRIMERA PARTE: historia y antecedentes generales.

El objetivo de esta serie dedicada al TPP11 es informar y explicar al lector, en forma clara y sucinta, ciertos elementos fundamentales que conforman este polémico acuerdo comercial, a través de un resumen explicativo sobre los Capítulos que regulan algunas de las materias más relevantes dentro del tratado. En la presente entrega se abordará la historia del tratado y sus antecedentes generales.
30 de enero de 2023

Tras la aprobación del senado y la ratificación del gobierno de Chile, que depositó el instrumento ratificatorio en diciembre pasado, el TPP11 está ad portas de entrar en vigencia en nuestro país. Su tramitación no fue fácil, pues generó mucha repercusión pública y la oposición de una parte de la sociedad chilena, que vio en este acuerdo un atentado a nuestra soberanía. Sin embargo, más allá del encendido debate que ha suscitado el texto, es menester tener una noción sobre su contenido para así formarnos una opinión más acabada.

Siguiendo esta línea, el objetivo de esta serie dedicada al TPP11 es informar y explicar al lector, en forma clara y sucinta, ciertos elementos fundamentales que conforman este polémico acuerdo comercial, a través de un resumen explicativo de los Capítulos que regulan algunas de las materias más relevantes del tratado. Para la elaboración de esta serie de publicaciones solo se ha utilizado como fuente el texto del tratado. En la presente entrega se abordará la historia del tratado y sus antecedentes generales

La historia del Tratado Integral y Progresista de Asociación Transpacífico (TPP11)  se remonta a  2005. En aquel año Chile suscribió, junto a Nueva Zelanda, Brunei y Singapur, el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica (P4), cuya finalidad fue constituir un nuevo polo comercial en la región de Asia-Pacífico. Este tratado sirvió de punto de partida para un acuerdo comercial que comenzó a gestarse en 2015; el Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP, por sus siglas en inglés), el cual estaba conformado por los siguientes países: Brunei, Chile, Australia, Canadá, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, México, Vietnam, Singapur y Estados Unidos. Si bien en 2016 se firmó el TPP, posteriormente no pudo ser ratificado, dado que en 2017 Donald Trump, presidente de Estados Unidos en aquel entonces, decidió retirar a su país del acuerdo.

Tras la salida de Estados Unidos, los 11 países restantes decidieron negociar un nuevo tratado sobre las bases TPP, manteniendo al menos un tercio de sus antiguas disposiciones. Las tratativas llegaron a convenir en el texto de un tratado, por lo que en 2018 los países miembros, incluido Chile firmaron el renovado “TPP11”, que ha sido ratificado paulatinamente por los Estados miembros, a través del respectivo deposito en Nueva Zelanda, país que fue designado depositario del instrumento de ratificación. Ese mismo año el Presidente Sebastián Piñera ingresó el acuerdo al Congreso para su tramitación. El 17 de abril de 2019, fue aprobado por la Cámara de Diputados, lo que dio inicio al segundo trámite constitucional ante el Senado. Aquel año también se llevó a cabo un plebiscito ciudadano que rechazó el tratado por amplia mayoría. Tras ser revisado por varias comisiones legislativas, finalmente fue aprobado por el Senado en octubre de 2022. Si bien en primera instancia el gobierno del Presidente Boric presentó reparos a la hora de ratificar el acuerdo, condicionando el trámite a la conclusión de las side letters,  finalmente decidió ratificar el tratado, que entrará en vigencia en nuestro país en febrero de 2023, 60 días después de su ratificación.
Noticia Relacionada

Acuerdo de TPP11 fue despachado por el Senado.

Los Estados parte del acuerdo conforman un mercado de 500 millones de personas, que comprende el 15% del PIB mundial. En cuanto a su estructura, el texto del TPP11 está conformado por un preámbulo y 30 capítulos que regulan aspectos que no se limitan a lo meramente comercial, dado que abordan materias tales como medio ambiente, inversión, derechos laborales, propiedad intelectual y solución de controversias, entre otras.

¿Cuáles son los fines del tratado? En su preámbulo se señala expresamente que este busca promover “(…) la integración económica para liberalizar el comercio y la inversión, contribuir al crecimiento económico y beneficios sociales, crear nuevas oportunidades para los trabajadores y los negocios, contribuir a elevar los estándares de vida, beneficiar a los consumidores, reducir la pobreza y promover el crecimiento sostenible”.

______________________________________


Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, SEGUNDA PARTE: sobre el comercio de mercancías, servicios y bienes electrónicos.

El comercio es la piedra angular del tratado y como tal ha sido rigurosamente reglado a lo largo de varios capítulos. Estos abordan cuestiones relativas al comercio de bienes y servicios, mecanismos de solución de conflictos y aranceles, entre otras.
31 de enero de 2023

En esta segunda parte de la serie dedicada al TPP11, examinaremos el Capítulo 2, titulado “Trato Nacional y Acceso de Mercancías al Mercado”, que establece una serie de reglas que los Estados partes deben seguir en lo concerniente al comercio de bienes. Además, abordaremos el Capítulo 10 sobre el “comercio transfronterizo de servicios”, que regula la apertura de los mercados a proveedores extranjeros. Finalmente, nos referiremos al Capítulo 14 que reglamenta el “comercio electrónico”.

El Capítulo 2 supedita diversas materias a lo dispuesto en el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio  de 1994 (GATT), que opera como norma supletoria y complementaria en diversos asuntos.

En cuanto al régimen arancelario, el Capítulo prescribe que las partes no podrán crear nuevos aranceles sobre los bienes o aumentar los ya existentes en forma arbitraria. Deben procurar eliminar paulatinamente sus aranceles sobre los bienes señalados en el anexo de “Compromisos Arancelarios”.

En relación a la exención de aranceles, deben abstenerse de eliminarlos o reducirlos cuando ello afecte algún requisito de desempeño necesario para mejorar el intercambio comercial. Sin embargo, no deben aplicar aranceles a las mercancías que han vuelto temporalmente a su país de origen para ser reparadas, al momento de su reingreso.

En cualquier caso, las partes deben designar un punto de contacto para mantener abiertos los canales de comunicación, pudiendo plantear a través de esta vía consultas ad hoc sobre cuestiones relacionadas al capítulo.

Se prohíben las restricciones a las importaciones y exportaciones. En virtud de las normas del GATT, las partes no pueden introducir requisitos de precios que afecten a las demás ni licencias de importación supeditadas a requisitos de desempeño. En caso de aplicar estas licencias los Estados deben notificarlas por escrito y difundirlas a través de sus sitios web, dentro de los 30 días siguientes a la entrada en vigor del tratado.

Los Estados partes están obligados a publicar y difundir toda la información relativa a sus normas internas comerciales, así como las regulaciones aplicables y sus mecanismos judiciales. De forma complementaria a esta medida, las partes deberán establecer un Comité de Comercio de Mercancías, cuya función será abordar cualquier asunto relativo al Capítulo, sirviendo como “foro de discusión” para tal fin.

En cuanto a la agricultura, los Estados partes deben eliminar los subsidios a la exportación de mercancías agrícolas. En su lugar deberán establecer un sistema de créditos según los lineamientos de la OMC. Respecto a la seguridad alimentaria, como medida de excepción los Estados podrán limitar sus exportaciones para favorecer la demanda interna en ciertos casos, por ejemplo, ante una escasez crítica.

Por su parte, el Capítulo 10 aborda el “comercio transfronterizo de servicios”, cuyas disposiciones son aplicables a la producción, distribución, comercialización, compra o uso de un servicio, así como a las cuestiones que afecten la infraestructura necesaria para su suministro. Por el contrario, no serán aplicables a la contratación pública ni a los servicios y subsidios prestados por los Estados partes. Tampoco se aplicará a los servicios aéreos.

En lo concerniente al trato nacional, las partes deben dar un mismo trato tanto a proveedores nacionales como extranjeros. Además, su legislación interna, relativa a los servicios, debe ser razonable, objetiva e imparcial. Las respuestas a las solicitudes de suministro de servicios deben ser transparentes y respondidas en un plazo razonable. Si no autorizan, las autoridades están obligadas a fundamentar el motivo del rechazo para que el solicitante tenga la oportunidad de subsanar los errores.

Prescribe que el reconocimiento de las licencias y certificaciones de los proveedores de servicios, como por ejemplo, sus estudios profesionales, podrá realizarse a través de un convenio o caso a caso. Respecto al pago por los servicios prestados, este será  en “(…) moneda de libre circulación al tipo de cambio que prevalece en el mercado en la fecha de la transferencia”.

Finalmente, el Capítulo 14, que regula el comercio electrónico, busca promover la confianza de los consumidores y evitar la aparición de obstáculos que afecten este tipo de comercio. Por ende, establece limitaciones que los Estados deben cumplir. Una de estas restricciones es no imponer derechos aduaneros a las transmisiones electrónicas.

Las partes deben garantizar un trato igualitario a los productos digitales (registros multimedia como videos y audios para la venta) de todos los Estados signatarios del tratado.  Deberán contar con un marco legal nacional que esté en concordancia con los lineamientos de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI).

Establece mecanismos para proteger al consumidor en línea, debiendo los Estados partes legislar para prevenir y sancionar las prácticas engañosas y fraudulentas. Además, las partes están obligadas a proteger la información personal de los consumidores, aunque el Capítulo confiere discrecionalidad a los Estados para determinar por ellos mismos el enfoque legal que consideren más adecuado para cumplir con este fin. No obstante, deben fomentar la compatibilidad entre los distintos marcos legales.

Reconoce los beneficios que confiere el acceso a internet para las transacciones electrónicas. Para ello las partes deben facilitar el uso de esta tecnología y adoptar medidas para restringir los mensajes electrónicos comerciales no solicitados, pudiendo ser enviados solo si el receptor ha expresado su consentimiento.

Finalmente, prescribe que los Estados partes deben estar dispuestos a cooperar en esta materia, sobre todo en lo que respecta al intercambio de información y el apoyo a las PYMEs. Asimismo, deberán profundizar la cooperación en Ciberseguridad.

________________


Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, TERCERA PARTE: sobre el medio ambiente.

El Capítulo 20 promueve un comercio respetuoso con el medio ambiente, y una legislación acorde con este objetivo. Establece distintas instancias de discusión para dirimir diferencias, un modelo de responsabilidad empresarial y mecanismos de consulta ciudadana. Las partes pueden establecer sus propios lineamientos de protección medioambiental, siempre y cuando no contravengan el tratado.
1 de febrero de 2023

En esta tercera parte de la serie dedicada al TPP11 abordaremos el Capítulo 20 del tratado, titulado “Medio Ambiente”. Sus objetivos, al tenor del artículo 20.2, son propiciar políticas comerciales que procuren la protección del medio ambiente y promover un modelo de desarrollo sostenible a través de la cooperación entre las partes, con observancia de sus legislaciones, siempre y cuando estas no sean una “(…) restricción encubierta al comercio o a la inversión”.

El Capítulo confiere un gran margen de decisión a los Estados en materia ambiental, pues les permite establecer sus propios criterios de protección del medio ambiente, así como sus prioridades, pudiendo, discrecionalmente, modificar, derogar o introducir nuevas leyes con la sola limitación señalada en el párrafo anterior (incluidos los objetivos). Esta misma discrecionalidad se extiende a asuntos regulatorios, de investigación, judiciales y de cumplimiento.

Haciendo una clara alusión al principio Pacta sunt servanda (lo pactado obliga), su artículo 20.4 prescribe que las partes deben cumplir lo dispuesto en los tratados multilaterales de protección medioambiental que hayan ratificado. Prosiguiendo el análisis de los siguientes artículos, se constata que el Capítulo consagra, entre otras cosas, la protección de la capa de ozono y del medio marino de la contaminación de buques, reconociendo para este fin la importancia de los mecanismos de consulta pública.

Respecto a la participación ciudadana, el Capítulo confiere libertad a las partes para determinar los mecanismos consultivos que estime más adecuados, cuyas instancias pueden estar conformadas por expertos. También consagra un procedimiento de comunicación para que las personas puedan exponer por escrito sus inquietudes a su Estado parte respecto al tratado, las cuales deberán ser atendidas oportunamente y publicadas en un sitio web especialmente habilitado.

En cuanto a la responsabilidad empresarial, el Capítulo prescribe que las partes deberán instar a las empresas a actuar de acuerdo a los principios de responsabilidad social corporativa que tengan relación con el medio ambiente.

Tal como lo señala el artículo 20.2, la cooperación es un aspecto fundamental y es de vital importancia para alcanzar los objetivos propuestos. En este sentido, el Capítulo contempla un marco cooperativo que permite a los Estados signatarios acordar la participación de organizaciones u otros Estados que no son parte del TPP11. Plantea además la posibilidad de que, en caso de desacuerdo, una parte solicite un dialogo a la otra para evaluar conjuntamente el punto en cuestión.

Establece que el comercio debe ser respetuoso con la biodiversidad y contribuir a la conservación de las especies; así como preservar y mantener el estilo tradicional de las comunidades indígenas que aporten en este sentido. Los programas implementados por las partes, que busquen la consecución de estos objetivos, deberán ser dados a conocer al público.

Se pone énfasis en evitar la sobreexplotación de los recursos naturales, en áreas como, por ejemplo, la pesca. En este caso en particular se aborda el fenómeno de la pesca ilegal y de las subvenciones a pesqueras, pudiendo las partes reducir o eliminar estas ayudas cuando exista sobrepesca. Además, se aboga por una “transición a una economía resiliente y baja en emisiones”.

Con el fin de asegurar la implementación de este Capítulo, desde la entrada en vigor del tratado, las partes deberán crear un Comité de Medio Ambiente compuesto por altos representantes nacionales, que servirá de foro de discusión y de intercambio de información a través de informes periódicos. También, comprende un mecanismo de consultas medioambientales tanto a nivel de representantes de alto nivel como ministeriales.

Finalmente, el Capítulo contempla un procedimiento de solución de controversias que puede ser utilizado cuando los mecanismos de consulta no han sido suficientes para dirimir las diferencias.


______________________


Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, CUARTA PARTE: sobre la propiedad intelectual.

La propiedad intelectual está regulada en el Capítulo 18 del tratado. Al tenor de sus disposiciones, las partes están obligadas a protegerla, aunque poseen un amplio margen para adoptar la legislación que consideren adecuada, siempre y cuando no contravenga al tratado. Regula aspectos relativos a las marcas, patentes, diseño industrial, productos farmacéuticos, ciberespacio, etc.
2 de febrero de 2023

En esta cuarta parte de la serie dedicada al TPP11 abordaremos el Capítulo 18 del tratado, titulado “Propiedad Intelectual”, que prescribe que la protección de los derechos de propiedad intelectual estará orientada a la promoción y transferencia de tecnologías, para así procurar que las partes obtengan beneficios recíprocos que contribuyan al bienestar de la sociedad. No obstante, se deberán tomar medidas en caso de que el ejercicio de estos derechos redunde en un detrimento del comercio.

Prescribe que las partes tienen libertad para establecer una mayor protección de los derechos de propiedad intelectual y para elegir el mecanismo que consideren adecuado para implementar las disposiciones del Capítulo, siempre que no contravengan el texto del tratado. En cualquier caso, deberán procurar de que la legislación atinente esté disponible de manera accesible para los ciudadanos que deseen consultarla, así como toda la información relativa a las solicitudes de marcas, patentes, diseños, etc.

Al igual que en los demás Capítulos la cooperación juega un rol preponderante sobre todo en lo relativo al intercambio de información sobre marcas y otros, siendo necesarias para este fin las oficinas de patentes. Además, establece criterios para registrar signos registrables, marcas colectivas y marcas notoriamente conocidas.

Las partes están obligadas a implementar un sistema electrónico de registro que permita a los interesados consultar una base de datos previo a presentar sus solicitudes. Incorpora además los registros de nombre de dominio y las indicaciones geográficas, que pueden ser protegidas vía marca u otros medios, a través de un procedimiento administrativo.

En cuanto a las patentes, establece que “(…) puedan obtenerse para cualquier invención, ya sea un producto o un procedimiento, en todos los campos de la tecnología, siempre que dicha invención sea nueva, entrañe una actividad inventiva y sea susceptible de aplicación industrial”. Si fue adjudicada a través de fraude u otra conducta ilícita, las partes pueden revocarla.

El Capítulo señala que respecto a los productos farmacéuticos que estén sujetos a una patente “(…) cada Parte dispondrá un ajuste al plazo de la patente para compensar a su titular por las reducciones irrazonables al plazo efectivo de la patente resultante del proceso de autorización de comercialización”. Si esta autorización está supeditada a la entrega de datos de prueba no revelados, la parte requirente deberá impedir que terceros comercialicen el producto, si no cuentan con la autorización del que proporcionó la información.

Protege los diseños industriales y los derechos de autor. En relación a este último, reconoce los derechos de reproducción de obras, comunicación al público y distribución. Confiere igual protección a los llamados derechos conexos. En virtud de estos derechos, ha establecido que el plazo de protección de una obra “(…) no será inferior a la vida del autor y 70 años después de su muerte”.

Respecto a la observancia del Capítulo, este prescribe que las partes están obligadas a poseer mecanismos eficaces para proteger la propiedad intelectual, incluso a través de sanciones, simplificando los procedimientos para que los afectados puedan defender sus derechos en forma adecuada. Estos deben ser ágiles y eficientes. A petición de particular, las partes están facultadas para suspender el tráfico de bienes en la frontera si detectan “mercancías piratas”.

Para finalizar, establece que las partes deben tipificar penalmente la utilización de dispositivos que desencripten las señales satelitales. En cuanto a los proveedores de servicios de internet, hace presente que se deben dar incentivos legales a estos para que cooperen con los titulares de derechos y así evitar el almacenamiento y transmisión de material protegido.

__________________


Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, QUINTA PARTE: inversiones.

Prescribe que los mecanismos de inversión deben ser respetuosos con la legislación de los Estados partes, en especial cuando se refiere a la salud y el medio ambiente. También reglamenta un procedimiento de solución de controversias inversor-Estado.
3 de febrero de 2023

En esta quinta parte de la serie dedicada al TPP11 abordaremos el Capítulo 9 del tratado, titulado “Inversión”. Su articulado pretende establecer un marco legal para proteger a los inversionistas que inviertan en alguno de los Estados partes. No obstante, las partes pueden legislar priorizando el interés público, especialmente en las áreas de salud y medio ambiente. Asimismo, promueve la responsabilidad social y permite a los inversores recurrir contra los Estados que vulneren sus disposiciones.

El Capítulo prescribe que su ámbito de aplicación serán las medidas que adopten las partes en relación a los inversionistas de otro Estado, las inversiones cubiertas (aquellas que un inversionista hizo en el territorio de otra parte y que existen a la fecha de entrada en vigor del tratado) y las decisiones en salud y medio ambiente, para cautelar el cumplimiento de lo dispuesto sobre estas materias en el Capítulo.

Los Estados están obligados a dar un trato similar a todos los inversionistas, sin importar si son individuos y/o empresas nacionales o si provienen de otro Estado parte, siempre que las circunstancias sean similares. La misma regla se aplicará a las inversiones cubiertas, que deben ser respetadas al tenor de lo dispuesto en el Capítulo y los principios generales del derecho internacional consuetudinario. Las partes podrán expropiar o nacionalizar una inversión cubierta solo si es en virtud del interés público, pagando por ello la respectiva indemnización en forma “pronta, adecuada y efectiva”. El valor de referencia será el del mercado.

Respecto al medio ambiente y la salud, señala que las partes deberán procurar interpretar el capítulo de tal manera que no impida tomar medidas para atraer inversiones que sean beneficiosas para la salud y el medio ambiente, siempre y cuando no contravengan el texto, alentando de igual manera la responsabilidad social corporativa.

En cuanto a la solución de controversias entre inversionistas y Estados, las partes deberán, en primer lugar, intentar solucionar el conflicto a través de mecanismos alternativos al arbitraje, como los buenos oficios o la conciliación. El procedimiento se iniciará con una solicitud para realizar consultas al demandado. Si después de 6 meses desde su recepción el asunto aún no ha sido solucionado, el demandante podrá presentar una reclamación de arbitraje al tenor de las normas del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) o, de común acuerdo, las partes podrán someter el caso a otra instancia arbitral.

El tribunal arbitral estará compuesto por 3 jueces árbitros: cada parte nombrará a uno y el tercero (presidente de la instancia) será designado por ambas de mutuo acuerdo. La sede legal será determinada por el tribunal a falta de avenencia.

Durante el procedimiento serán consideradas las comunicaciones amicus curiae (opiniones jurídicas de terceros), siempre que las partes no se opongan. La parte demandada podrá plantear objeciones al tribunal en un plazo de 45 días contados desde su constitución, debiendo resolverse en un plazo máximo de 150 días desde la presentación. Previo a dictar un laudo para resolver la controversia, los jueces deberán comunicar su propuesta de decisión a las partes. Tras este trámite los contendientes tendrán un plazo de 60 días para realizar observaciones. Posteriormente, los jueces dictarán su decisión o laudo a más tardar “(…) 45 días siguientes de haberse vencido el plazo de 60 días”.
_____________________________


Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, SEXTA PARTE: asuntos laborales.

Se hace observancia de los lineamientos de la OIT y se establece un catálogo de derechos que los Estados deben respetar obligatoriamente. Establece un Consejo Laboral que deberá implementar las disposiciones del Capítulo.
4 de febrero de 2023

En esta sexta parte de la serie dedicada al TPP11 abordaremos el Capítulo 19 del tratado, titulado “Laboral”. En sus inicios se reafirma la obligatoriedad de las disposiciones prescritas en la Declaración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), debiendo las partes hacer observancia de lo dispuesto en relación a los derechos laborales. No obstante, el artículo 19.2 del Capítulo hace hincapié en que “(…) las normas de trabajo no deberían utilizarse con fines comerciales proteccionistas”.

Al tenor de lo dispuesto por la OIT, las partes deberán reconocer en sus legislaciones, en forma expresa, los siguientes derechos: libertad de asociación y el reconocimiento efectivo del derecho a la negociación colectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; la abolición efectiva del trabajo infantil y, para los efectos de este Tratado, la prohibición de las peores formas de trabajo infantil; y la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación.

En cuanto a la aplicación de las leyes laborales, el Capítulo establece que las partes deberán abstenerse de inaplicar su legislación laboral para obtener ventajas indebidas en el comercio e inversiones. Sin embargo, les confiere la discrecionalidad necesaria para que, de buena fe, asignen los recursos que estimen necesarios para aplicar sus leyes laborales.

Respecto a la responsabilidad social de las empresas, menciona que estas no están obligadas a acatar las iniciativas laborales presentadas por los Estados, sin perjuicio de que estos están facultados para alentar su adopción. Además, los Estados deberán garantizar el acceso a la justicia laboral y procurar la observancia del debido proceso, garantizando a los intervinientes la posibilidad de apelar los fallos. La transparencia debe ser primordial en esta materia, ya que las partes deben poner a disposición de las demás su legislación atinente al caso.

La cooperación juega un rol muy importante en lo que respecta a este Capítulo. Su artículo 19.10 establece los criterios cooperativos que guiarán a las partes: consideración por los objetivos, recursos y nivel de desarrollo de los Estados; beneficio mutuo; resultados laborales medibles y positivos; eficiencia de recursos; complementariedad con iniciativas laborales regionales y multilaterales; y transparencia y participación pública. El financiamiento de las actividades cooperativas se decidirá de mutuo acuerdo.

Sugiere una serie de áreas de cooperación en que las partes podrán cooperar. Entre ellas podemos mencionar las siguientes: creación de empleo productivo y de calidad y promoción de empresas sostenibles; políticas que beneficien a los trabajadores y que fomenten la competitividad económica; desarrollo de capital humano, seguridad y salud; intercambio de información y/o conocimiento técnico; implementación de derechos y principios de la OIT; mejora de prácticas laborales y consultas ciudadanas; investigación; y responsabilidad social corporativa.

El Capítulo comprende un procedimiento de diálogo en virtud del cual una parte podrá abordar con otra cualquier cuestión que surja de la interpretación de su texto. Se debe iniciar con una solicitud escrita al “punto de contacto” designado por cada Estado (funcionario o entidad), cuya función es hacer de nexo entre los Estados partes. Por regla general, el diálogo deberá iniciarse dentro de 30 días contados desde la recepción de la solicitud. Sus resultados podrán ser puestos a disposición del público.

También comprende un Consejo Laboral conformado por representantes de todas las partes. Este se reunirá cada dos años para evaluar los programas generales de trabajo y revisar las prioridades orientativas respecto a la cooperación en materia laboral, así como la implementación de este Capítulo. Publicará informes sobre su trabajo y, de ser necesario, coordinará iniciativas conjuntas con organismos internacionales tales como la OIT. El Consejo debe proporcionar los medios necesarios para que la opinión de los particulares y las organizaciones empresariales sea escuchada.

______________________


Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, SÉPTIMA PARTE: solución de controversias.

Establece un mecanismo para que las partes resuelvan sus diferencias, pudiendo también optar a procedimientos alternativos de solución de conflictos. Un Grupo Especial arbitrará entre los contendientes.
5 de febrero de 2023

En esta séptima parte de la serie dedicada al TPP11 abordaremos el Capítulo 28 del tratado, titulado “solución de controversias”. Este prescribe un mecanismo cuya finalidad es que los Estados diriman sus diferencias mediante un procedimiento debidamente establecido. Sin perjuicio de ello, las partes deberán esforzarse por alcanzar acuerdos que den solución a desavenencias que afecten el normal funcionamiento y aplicación del tratado.

Lo dispuesto en este Capítulo podrá aplicarse en los siguientes casos: para la prevención y solución de controversias relativas a la interpretación y aplicación del tratado; cuando una parte ha incumplido alguna disposición del tratado; en los casos en que una parte no perciba los beneficios que esperaba recibir a causa de una medida implementada por otro Estado, que no es incompatible con el TPP11. En caso de dudas sobre su ámbito de aplicación, las partes podrán realizar consultas por escrito a las demás

El Capítulo confiere a la parte reclamante la facultad de elegir el foro en el que se dirimirá el asunto, cuando los Estados en controversia también sean parte en otros acuerdos comerciales. Por ejemplo, si son parte de la Organización Mundial del Comercio (OMC), podrán solucionar sus diferencias según lo dispuesto en esta sede o de acuerdo a lo establecido en este Capítulo, según la voluntad de quien reclama.

Las partes tendrán la posibilidad de recurrir a medios alternativos de solución de controversias, si lo estiman conveniente. En la especie, estos medios son la conciliación, la mediación y los buenos oficios. De optar por alguno de ellos tienen la posibilidad de suspenderlos o terminarlos en cualquier momento.

El Estado que haya realizado consultas a sus pares sobre el ámbito de aplicación del Capítulo, podrá solicitar el establecimiento de un Grupo Especial si la consulta no ha sido resuelta dentro de 60 días contados desde su recepción. En su solicitud, el reclamante deberá exponer sus fundamentos y una descripción del problema. El Grupo estará compuesto por 3 individuos con conocimiento en tratados comerciales, que serán designados por los intervinientes dentro de un plazo de 20 días siguientes a la fecha de la solicitud. El Grupo Especial estará liderado por un presidente que será elegido, por regla general, de una lista confeccionada con anterioridad por las partes.

En cuanto a las funciones del Grupo Especial, el articulo 28.12 prescribe que estas son “(…) realizar una evaluación objetiva del asunto que se le haya sometido, incluyendo un análisis de los hechos del caso y la aplicabilidad y conformidad con este Tratado, y emitir las conclusiones, determinaciones y recomendaciones que se le pidan en sus términos de referencia y que sean necesarias para la solución de la controversia”. Por regla general, sus decisiones serán adoptadas por consenso, aunque a falta de él se tomarán por mayoría de votos.

Las reglas de procedimiento establecen que los intervinientes tienen derecho a mantener una audiencia oral ante el Grupo, la que, salvo que las partes decidan otra cosa, será pública. También tendrán derecho a presentar una réplica por escrito. Las actuaciones serán, por regla general, en idioma inglés. Las entidades no gubernamentales con sede en el territorio de alguna de las partes intervinientes podrán presentar opiniones por escrito. A solicitud de parte, se podrá solicitar la opinión de un experto.

El procedimiento podrá ser suspendido por un máximo de 12 meses consecutivos, si las partes así lo solicitan. En caso de superarse este plazo, se dará por terminado. Lo mismo ocurrirá si los contendientes lo deciden de mutuo acuerdo. El Grupo presentará un informe preliminar con los antecedentes del caso, y un informe final que las partes deben cumplir, en el que presentará sus conclusiones del contencioso (a más tardar 30 días desde el informe preliminar). En caso de incumplimiento, el vencedor está facultado para exigir una compensación económica.

_____________________________


Ciclo de tratados internacionales ratificados por Chile.
TPP11, OCTAVA PARTE: disposiciones finales.

Regula las modificaciones del tratado a través de enmiendas y las cuestiones relativas a su adhesión y denuncia. En última instancia todos los Estados pueden ser parte del tratado, siempre y cuando los signatarios así lo decidan.
6 de febrero de 2023

En esta octava parte y final de la serie dedicada al TPP11 abordamos el Capítulo 30 del tratado, titulado “disposiciones finales”, que regula aspectos generales del acuerdo en cuestiones relativas a la extensión de sus obligaciones, adhesión, entrada en vigor, modificación y denuncia, así como otros aspectos de carácter general.

El tratado solo podrá ser modificado si todas las partes así lo han convenido. Si se introducen nuevas enmiendas, estas entrarán en vigor 60 días después de haber sido notificadas al depositario del tratado, que es Nueva Zelanda.

Su adhesión está abierta a cualquier “(…) Estado o territorio aduanero distinto que sea miembro del Foro de Cooperación Económica de Asia Pacifico (APEC)”. Sin perjuicio de lo anterior, en última instancia las partes pueden acordar la adhesión de cualquier Estado, siempre y cuando esté dispuesto a acatar los términos y condiciones del TPP11. Para adherirse es necesario presentar una solicitud que será evaluada por un grupo de trabajo que propondrá los términos al solicitante y elaborará un informe recomendando o no la adhesión.

En caso de ser aceptado, el Estado deberá depositar su instrumento de adhesión ante el depositario del tratado para así expresar su consentimiento y obligarse a él. Sesenta días después de este acto pasará a ser formalmente parte. Para los signatarios originales del tratado este entrará en vigencia  “los 60 días siguientes a la fecha en la que todos los signatarios originales hayan notificado por escrito al depositario la conclusión de sus procedimientos legales aplicables”.

Las partes que así lo deseen podrán retirarse del tratado mediante una denuncia, que deberá ser notificada por escrito al depositario y a los demás signatarios. Esta se hará efectiva solo 6 meses después de su notificación.
